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1. CONCEPTO SOBRE GESTIÓN DEL ÁREA EVALUADA 

Doctor
CARLOS JAVIER MOSQUERA SUÁREZ

Rector ( e )

Universidad Distrital “Francisco José de Caldas”

Carrera 7 No. 40-53 Piso 10

Ciudad
La auditoría llevada a cabo, se centró en tres puntos específicos, de una parte y la más importante correspondió al problema que se viene presentando con la liquidación pensional de los empleados públicos y los docentes administrativos; otro de los tópicos se relaciona con el seguimiento al plan de mejoramiento y por último se audito parcialmente la contratación del IDEXUD y lo relacionado con la contratación de la firma ESTUPLAN, relativa al cálculo actuarial.

Evaluado el sistema de control interno de la Entidad, se pudo establecer, como deficiencias más relevantes las siguientes:
· No se evidencia un compromiso y respaldo de la Alta Dirección, considerando que de un tiempo atrás, la Universidad no tiene un rector en propiedad que permita desarrollar las políticas y la gestión programadas por este ente educativo, unido al hecho de que el Consejo Superior Universitario consiente la continuación en el tiempo de esta situación, generando incertidumbre y falta de gobernabilidad.  

· La información contenida en las carpetas de los contratos es incompleta y en ella no obran folios que indiquen la entrega y existencia de informes, actas, órdenes de pago, etc. 

· No hay informes que prueben la ejecución de los contratos, razón esta que dilata el ejercicio del control fiscal.

· No reposan los informes ni del contratista ni del interventor y/o supervisor, aspectos que no permiten evidenciar y soportar los pagos efectuados.

· No reposan cuentas de cobro, órdenes de pago, actas de recibo a satisfacción de los bienes o productos como tampoco entradas o salidas de almacén con sus respectivas facturas y cuentas, así como las actas de liquidación de los contratos. 

· Tampoco se halla actas de recibo e informes de supervisión o interventoria que señalen los avances y además, algo muy importante, las debilidades, incumplimientos contractuales y recomendaciones de éstos al contratista, tal vez por la carencia de un manual de interventoría y procedimientos específicos para tal fin.

Se cuenta con planes de mejoramiento resultado del ejercicio auditor de la Contraloría Distrital, sin embargo la entidad no ha dado cumplimiento a los tiempos establecidos dentro del mismo y así mismo no ha realizado el seguimiento respectivo.
Los hechos más relevantes con relación al seguimiento al plan de mejoramiento entre otros se destacan los siguientes: la falta de cobro de las cuotas partes, la no liquidación del contrato de Compensar, la falta de creación y actualización de los procedimientos de adjudicación de prestamos a funcionarios y de cesantías parciales, la no creación de la Unidad de Cobro Coactivo Jurisdiccional y la no aprobación de los estatutos financieros y presupuestales.  
Como resultado final de la evaluación del componente de contratación al Instituto de Extensión y Educación no Formal, IDEXUD y de acuerdo con la muestra seleccionada se encontró que cumplió con la normatividad relativa a los convenios interadministrativos suscritos con las diferentes entidades.

Se analizó la problemática pensional de la Universidad Distrital, al respecto y para mayor claridad de la misma utilizaremos como soporte lo señalado en la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, a favor de la Contraloría de Bogotá D.C. como consecuencia de la acción popular presentada el 2 de julio de 2.002 contra la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, “con el fin de obtener la protección de los derechos colectivos a la moralidad administrativa y a la defensa del patrimonio público, previstos en la ley 472 de 1.998, los que afirma vulnerados por la demandada con la suscripción del Acuerdo 24 de 1989 expedido por el Consejo Superior Universitario, y la suscripción del Acta Convenio de 7 de abril de 1992, firmada entre el Rector de la Universidad y la Comisión Negociadora del sindicato, que establecieron un régimen prestacional especial para los empleados públicos docentes, en un claro desconocimiento de la Constitución.
La sentencia analiza en primera instancia la Autonomía Universitaria desde el punto de vista de su ámbito, limite y lo concerniente a salarios y prestaciones; la Convención Colectiva en el sector público y viabilidad de la extensión a los empleados públicos; Moralidad Administrativa y Acción Popular. 

La sentencia definitiva del Consejo de Estado determina que:
· La Universidad Distrital “Francisco José de Caldas” dentro de los 30 días siguientes a la ejecutoria de esta decisión deberá conformar un equipo de trabajo con la exclusiva finalidad  de efectuar la revisión o examen del cumplimiento de los requisitos de ley en cada caso y adelantar con rigurosa observancia de los términos previstos, el procedimiento administrativo que culmine con el correspondiente acto administrativo, actuación que no podrá exceder el termino de seis (6) meses.

· Iniciar en el término perentorio de 30 días las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, tendientes a dejar sin validez las pensiones reconocidas en forma irregular. 

· Deberá abstenerse de reconocer y pagar a los empleados públicos, docentes y personal administrativo factores salariales no establecidos en la ley, así como pagar los mayores valores pensionales en la cantidad que supere los topes máximos de salarios mínimos. 

· Dentro del término perentorio de un mes contado a partir de la ejecutoria de la providencia confirmada por el H. Consejo de Estado, rendir un informe acerca de las actividades desplegadas para el cumplimiento de la misma.

· El Consejo de Estado dispuso en la sentencia citada la iniciación de las acciones judiciales pertinentes para recuperar lo indebidamente pagado. 

La Procuraduría General de la Nación, dentro del trámite de la acción de inconstitucionalidad contra los artículos 2 y 3 parcial de la ley 954 de 2005 ante la Corte Constitucional consignó en concepto jurídico de agosto 9 de 2005, acogido por la corporación, respecto de los efectos del recurso de suplica lo siguiente:

La interposición del recurso no impide el cumplimiento de la sentencia y, de proceder, se concede en el efecto devolutivo. (Subrayas y negrillas extratexto)
Mediante providencia del 15 de septiembre de 2006, el Consejo de Estado rechazó por improcedente el recurso de suplica presentado por la Asociación Participación Ciudadana Anticorrupción Colombia Democrática, contra la sentencia dictada por la sección tercera del máximo Tribunal de lo contencioso administrativo; razón jurídica de carácter definitivo, ante lo cual debe la Universidad, proceder a cumplir lo ordenado en la providencia del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca.

De tal forma que, al encontrarse desde el 16 de agosto de 2006 ejecutoriada la sentencia de segunda instancia proferida por el Consejo de Estado dentro del proceso Acción Popular N° AP-25000-23-25-000-2002-01089-01, actor Contraloría de Bogotá contra la Universidad Distrital “Francisco José de Caldas”, el órgano autónomo universitario debe proceder a aplicar las acciones y los actos administrativos correspondientes.

Igualmente, la misma Administración Distrital, en un informe denominado “PROBLEMAS ACADÉMICOS, FINANCIEROS Y ADMINISTRATIVOS DE LA UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS”, de la Secretaría de Hacienda Distrital desde octubre 1 de 2001, señala en uno de sus apartes en lo relativo a la base legal de pensiones y prestaciones legales lo siguiente: “Este desproporcionado reconocimiento de derechos de la Distrital a sus funcionarios tiene en parte base ilegal. La creación de esos derechos parece promovido por un esquema de gobierno en el que las diferentes instancias que intervienen en la toma de decisiones no encuentran mayores obstáculos para convertir a la Universidad en fuente de rentas.”
Así las cosas, lo anteriormente tratado, no hace sino corroborar lo hallado e informado en auditorias anteriores a la administración de la Universidad, lo que ha permitido denunciar hallazgos con incidencia fiscal y disciplinaria obligando al traslado de los mismos a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, con montos que ascienden a $11.729.9 millones y $53.570.5 millones, que constan en los expedientes No. 50100-15-02 y No. 50100-0095-03 respectivamente.

En lo relativo a la auditoría llevada a cabo en la fase II de esta vigencia, se encontró que aún persisten los pagos de pensiones a empleados públicos y docentes administrativos, amparados en las convenciones colectivas ya relacionadas, así como el acta de convenio laboral suscrita el 7 de abril de 1992. 

De acuerdo a un calculo actuarial que a la fecha no ha sido avalado por el Ministerio de Hacienda, desarrollado mediante contratos de prestación de servicios, se llevaron a cabo dos tipos de liquidación, uno con los parámetros legales y el otro utilizando las convenciones colectivas y el acta de convenio tal como se señaló en párrafos anteriores, arrojando como resultado que la Universidad ha cancelado por encima de los parámetros legales, sumas que superan los $100.000.0 millones, cifra no certificada por la administración.
De otra parte, dentro de las 233 demandas interpuestas por la Universidad, ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, han llegado 17 autos de suspensión provisional parcial en los cuales determinan lo referente a algunos porcentajes a reliquidar, fijando topes de Ley para cada caso en particular.

La gestión por parte de la administración en cuanto a la celeridad de aplicación de los autos del Consejo de Estado, no es la adecuada, como es el caso de una de las recibidas el 3 de agosto de 2006 por la División de Recursos Humanos y casi tres meses después es expedida la resolución de reliquidación, hecho que genera que se siga cancelando en ese mismo lapso de tiempo mayores valores de pago a que no tiene derecho el beneficiario de esa pensión.

Es importante indicar que el continuo cambio de rectores y el nombramiento provisional del mismo durante cortos períodos de tiempo, por parte del Consejo Superior Universitario, hace que decisiones de importancia manifiesta no se tomen con la celeridad debida, ocasionando retardos en las decisiones administrativas, que acarrean a través del tiempo incrementos financieros por los mayores valores pagados que se vienen haciendo en la liquidación de pensiones, que minan la economía de la entidad.

La gestión administrativa de cualquier entidad bien sea pública o privada, debe contemplar una permanencia adecuada en el tiempo que permita aplicar políticas  de administración a largo plazo y a la vez su control y seguimiento, hecho contrario a lo que se viene desarrollando en la Universidad, que con encargos transitorios impide que la gestión sea efectiva, para una entidad con un presupuesto de $165.000 millones y con un recurso humano de aproximadamente 1914 personas.

Razones que hasta la fecha no han sido atendidas por el ente universitario, por lo cual se elevara un Control de Advertencia al respecto.
Por todas las consideraciones descritas sobre su gestión la cual no fue económica, eficaz, ni eficiente, el concepto sobre la misma es Desfavorable.

Consolidación de hallazgos.

Como resultado de la presente auditoría, se formulan veintiún (21) hallazgos como se detalla en el Anexo 3.1. de los cuales, dos (2) tienen presunto alcance disciplinario que se trasladaran a la Personería Distrital, uno (1) fiscal con traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal de la Contraloría y uno (1) Penal que se trasladará la Fiscalía General.
A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento, que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince (15) días al recibo del presente informe.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas que se tomaran respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementaran los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.
Bogotá, D.C.

ALBERTO CAMILO SUÁREZ DE LA CRUZ

Director Técnico Sector Educación, 

Cultura, Recreación y Deporte

2. RESULTADOS DE LA AUDITORÍA
2.1. EVALUACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO
Este análisis se realizó en desarrollo de la Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial y en cumplimiento de la Constitución Política de Colombia, Ley 42 de 1993, Manual para el Ejercicio del Control Fiscal en el Distrito Capital y los procedimientos establecidos para el efecto; además de las Normas de Auditoría Gubernamental Colombianas, lo normado en las Leyes No. 87 de 1993, 80 de 1993 y 489 de 1998; los Decretos No. 2145 de 1999, 2539 de 2000 y 1537 de 2001; las Directivas Presidenciales No. 02 de 1994, 01 de 1997 y 09 de 1999; las Circulares No. 01 y 02 de 2000 del Consejo Asesor del Gobierno Nacional en materia de Control Interno y la Circular Externa No. 031 de 2000 en concordancia con la Resolución No. 196 de 2001 de la Contaduría General de la Nación.

El Objetivo es lograr conceptuar con la mayor objetividad sobre el estado de implementación, desarrollo, confiabilidad y calidad del control interno en lo relacionado con los temas concernientes a esta Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, como labor de apoyo, mediante el análisis y evaluación de cada una de las fases, componentes y elementos del Sistema de Control Interno.

En desarrollo de esta labor, el grupo de auditoria aplicó en todos los aspectos el procedimiento establecido por la Contraloría de Bogotá para evaluar el SCI, versión No.4.0, de diciembre de 2005, el cual hace parte del Manual del Proceso de Prestación del Servicio Micro.
Como parte del proceso auditor se diligenciaron los formatos de control interno en las áreas de Recursos Humanos, IDEXUD, Control Interno y Jurídica con funcionarios de diferentes rangos. 

El análisis y evaluación al Sistema de Control Interno - SCI permitió determinar no solo sus fortalezas y debilidades, sino de manera agregada, los mecanismos para su mejoramiento y fortalecimiento, como parte del cumplimiento de las normas señaladas.

2.1.1. Ambiente de Control

Los resultados muestran un escaso cumplimiento de lo establecido en el artículo 3, literal b., de la Ley 87 de 1993 que indica que “Le corresponde a la Dirección la responsabilidad no solo de establecerlo y mantenerlo sino de perfeccionarlo y adecuarlo a la naturaleza, estructura y misión de la organización”.

Las actividades para fortalecer el SCI, son mínimas por cuanto la mayor parte de las labores son cumplidas por contratistas, quienes no reciben capacitación específica; sin embargo, la Oficina Asesora de Control Interno debe establecer mecanismos específicos sin necesidad de recurrir al erario público que apunte a dar la instrucción necesaria y a fortalecer todo lo relacionado con el SCI. 

2.1.1.1. Principios Éticos  
La Universidad cuenta con Código de Ética, no obstante al efectuar la evaluación al SCI, se pudo establecer que hace falta una mayor sensibilización y divulgación del código de ética, dirigida a todos los funcionarios de la Entidad, hecho que configura un hallazgo administrativo.

Analizada la respuesta dada por la entidad, el anterior hallazgo se mantiene por cuanto esta debe ser una actividad permanente y en la misma la Universidad realiza la socialización apenas el 31 de octubre de la presente vigencia; por consiguiente debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento.  

2.1.1.2.  Compromiso y Respaldo de la Alta Dirección. 
No se evidencia un compromiso y respaldo de la Alta Dirección, considerando que de un tiempo atrás, la Universidad no tiene un rector en propiedad que permita desarrollar las políticas y la gestión programadas por este ente educativo, unido al hecho de que el Consejo Superior Universitario permita que esta situación continúe, lo que genera incertidumbre y falta de gobernabilidad. 

Adicionalmente, los funcionarios del nivel operativo no conocen todos los planteamientos realizados por los comités y falta más acompañamiento en los procesos que forman parte del mejoramiento de control interno de toda la organización, hecho que configura un hallazgo administrativo.
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa el anterior hallazgo y por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento.
2.1.1.3. Cultura de Autocontrol

Se deben incrementar los mecanismos de motivación y orientación para el mejoramiento en el área especifica de trabajo. 

Así mismo se debe sensibilizar y capacitar sobre el tema relacionado con la cultura del autocontrol al interior de la entidad, situación que configura un hallazgo administrativo.
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa lo señalado, puesto que a pesar de que se informa que se ha capacitado al respecto, sus resultados no son los esperados en el área que se audito. Por lo anterior debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento.
2.1.1.4. Cultura del dialogo.

Es necesario que entre las dependencias se fortalezcan los canales de comunicación en aras del mejoramiento de los procesos; como se pudo establecer en el seguimiento al Plan de Mejoramiento en donde falta aplicar de manera mas ágil y oportuna esta comunicación.
2.1.1.5. Administración del Riesgo

En ninguno de los procesos y procedimientos que se tienen (desactualizados por demás), se identifica e involucra el riesgo. De otra parte, son pocos, los funcionarios que lo asocian a nivel de su accionar. La Oficina Asesora de Control Interno, así como todas las dependencias evaluadas, aunque conocen de su importancia, no asume una posición vigilante de aporte a éste. 

En resumen, se puede decir que la Universidad no formaliza, establece e identifica los factores de riesgo institucional a los que está expuesta, partiendo de aquellos que a diferente nivel pueden afectar su desempeño organizacional como son: económicos, sociales, tecnológicos, políticos o ambientales (como parte de su entorno), hecho que configura un hallazgo administrativo.
Una vez valorada la respuesta, la misma ratifica lo ya señalado por el ente de control, por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento.
2.1.1.6. Valoración del Riesgo

La Universidad no ha trabajado debidamente en su identificación y priorización, no cuenta con mapas de riesgos para cada dependencia y menos aún ha logrado medir el impacto de estos sobre los objetivos organizacionales y el cumplimiento de proyectos y metas; por tanto no cuenta con estrategias para mitigarlos. 

Se evidenció en las áreas evaluadas la carencia de mecanismos efectivos y reales que permitan determinar su valoración, lo cual conlleva a no contar con mecanismos específicos, hecho que configura un hallazgo administrativo.
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa el anterior hallazgo por cuanto el mapa de riesgo debe estar implementado en un 100% a la fecha, hecho que a la fecha no se ha dado cumplimiento, por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento.
2.1.1.7.  Manejo del Riesgo

No se da un adecuado manejo y control del riesgo, así éstos se encuentren identificados, priorizados y valorados y se cuente con un plan para manejarlos asociados a los procesos. No se logra evidenciar un acto administrativo, como tampoco las acciones efectuadas para identificarlo y conforme a ello manejarlo debidamente en el ámbito de toda la organización, asociarlo al trabajo, como parte de una labor específica, hecho que configura un hallazgo administrativo.
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa lo señalado por el Ente de Control, por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento; por cuanto la entidad debe establecer una fecha de socialización, levantamiento y actualización del riesgo de cada una de las áreas involucradas en este proceso, así como de la presentación del Aplicativo.

2.1.1.8.  Monitoreo

Es evidente que la Entidad no ha monitoreado sus riesgos, por cuanto no los ha identificado. Ello genera, inevitablemente, situaciones que impiden un eficaz y eficiente cumplimiento de los objetivos y las metas propuestas.

Se detectó en todas las dependencias, lo siguiente:

· Se adolece de mecanismos efectivos y reales que permitan determinar los factores de riesgo y monitorear sus afectaciones. 

· Ninguna de las dependencias evaluadas transmite los posibles riesgos detectados, para interactuar en busca de soluciones en pro de la organización. 
· Se espera que una vez evaluados todos los aspectos en lo que refiere a los riesgos, la Universidad logre, conforme a sus compromisos y en cumplimiento de las normas relacionadas con el SCI, trabajar a nivel de todas las instancias y funcionarios. En las actividades se debe determinar la relación beneficio/costo del riesgo, siempre y cuando sea incorporado en los procesos, para evitar situaciones que afecten la buena marcha de la gestión; para el efecto, se debe implementar la aplicación de medidas correctivas y preventivas y finalmente monitorearlas de manera frecuente; parte de ello asegura el éxito de la gestión institucional. 
Lo anterior se configura como un hallazgo de carácter administrativo.
Analizada la respuesta dada por la Universidad Distrital, no desvirtúa lo señalado,  por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento; con el fin de efectuar el seguimiento correspondiente con corte a 31 de diciembre de 2006. 
2.1.2. Operacionalización de los Elementos

La evaluación permitió determinar puntos como: articulación e interrelación del esquema organizacional, la planeación como elemento que ayuda para asegurar la efectividad de las acciones estatales, el levantamiento y desarrollo del manual de funciones, procesos y procedimientos, el desarrollo del talento humano fundamental en el crecimiento de la entidad, la adopción de mecanismos que permitan un verdadero control ciudadano; la adopción de ágiles, seguros y eficientes sistemas de información; así como, la adopción de mecanismos de evaluación y verificación que permitan el logro de los objetivos previstos. 

Lo indicado es esencialmente un componente que permite el cumplimiento de la misión encomendada, sin embargo es una de sus más claras debilidades. 
2.1.2.1. Esquema Organizacional

Aunque existe un Esquema Organizacional acorde a la misión institucional, y definidas las líneas de autoridad, es necesaria una mayor delimitación de los niveles de autoridad y de responsabilidad. 

Los frecuentes cambios de directivas generaron parálisis y traumatismos en la toma de decisiones y en la ejecución de algunos proyectos y metas, al igual que en su gestión, sin que a la fecha se tomen decisiones de fondo que permitan subsanar esta situación, configurándose en un hallazgo administrativo.
Tal como se señala en la respuesta dada por la Universidad Distrital, no desvirtúa lo expuesto anteriormente, por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 
2.1.2.2. Planeación 

La Planeación ha demostrado avances, pues la Entidad cuenta con planes de acción, estratégico e indicativo sin embargo, falta claridad en los mecanismos de seguimiento, lo que conlleva a la falta de coherencia entre los citados planes en especial por las coberturas de las metas propuestas y el recurso financiero asignado para las mismas. 

Se corroboró que tiene indicadores de gestión; sin embargo, es urgente que se adopten no solo éstos sino que se trabaje en el desarrollo de otras herramientas acordes, que faciliten el control a los diversos planes, ayuden a hacer un seguimiento efectivo a cada una de las acciones y permitan reevaluar o reprogramar algunas metas, en caso de considerarse necesario. 

En este sentido y teniendo en cuenta la gran responsabilidad que debe asumirse desde la misma Rectoría en el proceso de control, es indispensable que se retomen prontamente los instrumentos necesarios que le permitan a la Universidad salir adelante de manera eficiente con las labores programadas. 
La falta y la indebida comunicación entre las diferentes dependencias que deben interrelacionarse para una debida y oportuna ejecución de los contratos, es un factor común que ha entorpecido la correcta marcha del cumplimiento de los objetos contractualmente pactados, por lo anterior se configura un hallazgo administrativo.
Una vez valorada la respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa el anterior hallazgo y por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 
2.1.2.3. Procesos y Procedimientos

Se evidenció en algunas áreas la existencia de procesos y procedimientos acordes a la misión institucional pero no se aprecian controles extendidos y socializados. De igual forma, se observó que en un gran número de dependencias no se cuentan con los citados manuales de procesos y procedimientos.

A pesar de lo indicado se encontraron falencias, que afectan la buena marcha institucional, entre ellas:

· No se cuenta con procesos y procedimientos claros, que no solo estén actualizados, sino que además sean oportunos y faciliten la labor institucional.

· Para muchas de las acciones no se han establecido protocolos (hay avances en temas misionales relacionados con emergencias) que faciliten el accionar como parte complementaria a los procedimientos establecidos.
· Es importante la definición de políticas y protocolos como guías de acción y procedimientos para la ejecución de procesos, según lo establece la Ley 87 de 1993.
· Muchos de los procedimientos no se incorporan como parte de las actividades de los funcionarios y para muchas acciones aún no se han definido procedimientos específicos.
Es necesario que se elaboren los Manuales que no existen y se actualicen los ya establecidos como elemento indispensable de acuerdo al literal d), artículo 4º, de la Ley 87 de 1993, por lo anterior se configura un hallazgo administrativo.
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa  lo expuesto y por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 
2.1.2.4. Desarrollo del Talento Humano 

Se carece de registros que evidencien la selección transparente del personal vinculado por contratos de prestación de servicios para las áreas misionales, lo cual sino es obligatorio o no está normado, si daría claridad y posibilidades a que muchas personas con perfiles apropiados presenten sus hojas de vida.

En desarrollo del trabajo, se evidenciaron algunas falencias relacionadas con:

· La escasa capacitación e inducción al personal contratado.

· La poca utilización de los canales de comunicación en mejora de las relaciones humanas y atención al público, como parte del desarrollo y atención que se debe dar al talento humano.

· Carencia de estímulos por ser contratistas quienes cumplen buena parte misional.

Configurándose un hallazgo administrativo.
Analizada la respuesta de la Universidad, es conveniente aclarar que la capacitación del contratista no esta acorde con las funciones a desarrollar, es decir, que el proceso de selección fue deficiente al no contratarse personal idóneo para el cumplimiento de sus obligaciones en el área asignada, por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 
2.1.2.5. Sistemas de Información 

La Entidad realiza procesos de modernización en automatización, enfocados al diseño, implementación y mantenimiento de sistemas de información, sin embargo, aunque existe una red corporativa, no hay sistemas de información integrados que permita una administración efectiva de la información y de la tecnología relacionada para soportar los procesos de la Entidad, especialmente en el área financiera, donde la dependencia sobre la información electrónica y sistemas de información es esencial para apoyar los procesos críticos de la Universidad. 

De acuerdo a lo señalado en la respuesta, es importante efectuar seguimiento hasta su desarrollo definitivo, dado que aún están en implementación algunos de los sistemas, por tanto continúa el hallazgo administrativo y deberá incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.1.2.6. Democratización de la Administración Pública

La Entidad no cuenta con un portafolio de servicios para los estudiantes, en razón a que aparecen áreas de la educación que no están al servicio, como estrategia de información y orientación al usuario, debe realizarse un trabajo coyuntural donde participen las diferentes áreas funcionales que forman parte de los procesos académicos. La Universidad no cuenta con elementos publicitarios tales como afiches y videos institucionales con el fin de orientar al estudiante.
Una vez valorada la respuesta de la institución es aceptada.
2.1.2.7. Mecanismos de verificación y evaluación

Aunque la Universidad cuenta con diferentes mecanismos de verificación y evaluación para las áreas misionales y de apoyo y como resultado de esta evaluación, se realizan acciones de mejoramiento para la consecución de los resultados esperados; las herramientas de autoevaluación que tiene implementadas la Oficina de Control Interno en materia de ejecución de los diferentes procesos, como son las aplicación de los programas diseñados para verificar y monitorear las diferentes actividades objeto de los proyectos y planes, no son aplicados en su totalidad como lo presenta el cronograma de actividades de esta oficina. Los mecanismos de Control Interno aplicados no guardan el impacto esperado para cumplir con las observaciones planteadas por la Contraloría, toda vez que algunas de ellas se tornan reiterativas.

Constituyéndose en un hallazgo de carácter administrativo
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa el anterior hallazgo y por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 
2.1.3. Documentación

No se evidenció un trabajo conforme a lo normado para la debida actualización de los procesos y procedimientos, teniendo en cuenta que faltan algunos y varios de los existentes están desactualizados, no los conocen o no son entendidos por los funcionarios. Los manuales son básicos para la toma de decisiones y la obtención de un mayor nivel de desarrollo y rendimiento institucional. 

2.1.3.1. Memoria Institucional

En las dependencias y procesos evaluados se estableció que operan los diferentes sistemas de información de la entidad: archivos, informes, memoria institucional y demás documentos. Aún así no se cuenta con un Centro de Documentación especializado donde los funcionarios y ciudadanos pueden consultar estudios y publicaciones, producto de la actividad misional.

No hay un óptimo trabajo para el archivo administrativo, el cual se debe alcanzar bajo normas de administración y manejo documental. Es evidente que no todos los funcionarios entrevistados, utilizan adecuadamente esta memoria institucional como soporte para el desarrollo de programas, proyectos, decisiones y trabajos que adelanta la entidad.

Además se encuentra:

· En la toma de decisiones, no se tiene en cuenta la memoria institucional por cuanto no hay un verdadero sistema de información misional. Tampoco se cuenta con una información que sirva de soporte e interrelación entre las diferentes dependencias.

· La información contenida en las carpetas de los contratos es incompleta y en ella no obran folios que indiquen la entrega y existencia de informes, actas, órdenes de pago, etc. 

· No hay informes que prueben la ejecución de los contratos, razón esta que dilata el ejercicio del control fiscal.

En las carpetas de los contratos se evidenció:

· No reposan los informes ni del contratista ni del interventor y/o supervisor, aspectos que no permiten evidenciar y soportar los pagos efectuados.

· No reposan cuentas de cobro, órdenes de pago, actas de recibo a satisfacción de los bienes o productos como tampoco entradas o salidas de almacén con sus respectivas facturas y cuentas, así como las actas de liquidación de los contratos. 

· Tampoco se halla actas de recibo e informes de supervisión o interventoria que señalen los avances y además, algo muy importante, las debilidades, incumplimientos contractuales y recomendaciones de éstos al contratista, tal vez por la carencia de un manual de interventoría y procedimientos específicos para tal fin.

Los manuales facilitan una adecuada delimitación de los niveles de autoridad y de responsabilidad, de acuerdo al literal d., artículo 4º, de la Ley 87 de 1993. Por lo anterior, es importante que la Universidad cuente con sus manuales y los mantenga actualizados, lo cual es una obligación gerencial normada, por la Constitución y las Leyes. Como debilidades se evidenciaron las siguientes:

· No existen manuales actualizados. 
· No se efectúa la verificación de la aplicación de los manuales como parte de las labores que desarrollan los diferentes funcionarios. Esta sólo se realiza cuando hay problemas en algún área (registros contables, cruces de información, demoras en actos administrativos, reportes y otros), lo que conlleva a que la información no sea oportuna, ni confiable. 
· No se logra trabajar conforme a lo establecido en las normas que regulan el SCI en los registros que soportan el desarrollo de los diversos procesos, como base del trabajo institucional y la toma de decisiones. 

· No hay un Manual de Interventoría y/o Supervisión. 

· Además de lo enunciado, se pudo detectar que los procesos y procedimientos establecidos hasta el momento no tienen la necesaria difusión, están incompletos, son desactualizados y no conllevan a la racionalización de recursos, especialmente tiempo. 

· El Manual de procedimientos emitido el 28 de septiembre de 2004, para el proceso de compra de bienes y servicios con presupuesto del Idexud, elaboración de propuestas y/o licitaciones y revisión jurídica de los procesos del idexud, no ha contado con la divulgación y es desconocido por un alto porcentaje de funcionarios administrativos y contratistas que desempeñan funciones propias de la Universidad. 
Situación que configura un hallazgo de carácter administrativo.

La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa el anterior hallazgo y por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 
2.1.3.2. Manuales

El Manual específico de Funciones y Requisitos de los diferentes empleos de la planta global de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, se observó que aunque la Entidad cuenta con manuales de procesos y procedimientos, estos se están actualizando con el fin de que estén acordes con las nuevas funciones de los empleados, para su posterior adopción mediante acto administrativo y finalmente socializarlos al interior de cada área, lo que constituye un hallazgo de carácter administrativo.
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa el anterior hallazgo, por cuanto por lo menos en el área auditada se encontró que hasta la fecha se están implementando unos procesos debiendo ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 
2.1.3.3. Normas y Disposiciones

Realizadas las visitas, se constató que cada área tiene la normatividad vigente y la Oficina Jurídica realiza la compilación y archivo de la normatividad aplicable. De igual manera la oficina de Recurso Humano hace lo inherente con relación a la normatividad.

Cada una de las dependencias manejan sus propias normas generales retroalimentadas por la Subgerencia Administrativa, las disposiciones internas no son difundidas y socializadas a todos los funcionarios de la Universidad. Por lo anterior se constituye en un hallazgo administrativo 
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa el anterior hallazgo y por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento; por cuanto no anexan los documentos de socialización y entendimiento por parte de los funcionarios.
2.1.4. Retroalimentación 

Es el objetivo de la fase, generar al interior de la Entidad una Cultura del Autocontrol que conlleve al mejoramiento de la gestión y resultados de la organización, por medio de la aplicación de acciones encaminadas a subsanar los hallazgos.
2.1.4.1. Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno

El Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno se conformó mediante Resolución No. 375 del 18 diciembre de 2001, durante la vigencia fiscal del 2005, se reunieron 2 veces, para darle cumplimiento a la Ley, donde trataron temas relacionados con el levantamiento de procesos y procedimientos en todas las áreas de la Universidad.

2.1.4.2. Planes de Mejoramiento

Se cuenta con planes de mejoramiento resultado del ejercicio auditor de la Contraloría Distrital. Esto se evidenció en el seguimiento al Plan de Mejoramiento que la Universidad suscribió como resultado de la Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Regular, a la gestión de la vigencia 2004-2005. Por tanto, vale la pena indicar que los planes de mejoramiento son una de las herramientas que facilitan cumplir los principios de igualdad, eficiencia, economía, celeridad e imparcialidad, entre otros, tal como lo indica el artículo 1º. De la Ley 87 de 1993 y subsanar y mitigar debilidades detectadas y el artículo 2º, literales c, d y g, lo constituye un hallazgo de carácter administrativo.
La respuesta dada por la Universidad Distrital no desvirtúa el anterior hallazgo en razón a que subsisten falencias bien importantes, tal como lo señalan los contratistas de la OACI, en su informe del 2 de noviembre de 2006, por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 
2.1.4.3. Seguimiento 

Este solo se ha dado a través del avance al plan de mejoramiento exigido por la Contraloría y solo de manera parcial, por cuanto, como lo señala este informe, subsisten o son reiterativos algunos hallazgos y observaciones registradas. 

La Entidad no ha trabajado de manera óptima en acciones puntuales dentro de un plan de mejoramiento de tal manera que pueda ejercer un seguimiento. Este ejercicio muestra debilidades. Igualmente, los planes de mejoramiento interno no muestran el desarrollo de acciones correctivas y/o preventivas; el seguimiento para el mejoramiento continuo es tal vez una de las mayores debilidades institucionales. Lo anterior configura un hallazgo de carácter administrativo.
La entidad no es eficiente en ejecutar las acciones programadas, que ya se encuentran vencidas y en muchas ocasiones son reiterativas.
Al igual que en el anterior hallazgo, la respuesta dada por la Universidad Distrital no lo desvirtúa y por lo tanto debe ser incluido dentro del Plan de Mejoramiento. 

Conclusión

Evaluado el Sistema de Control Interno mediante la aplicación de técnicas de auditoria a cada una de sus fases, se siguen presentando debilidades y ausencia de controles, es necesario que la Universidad Distrital Francisco José de Caldas fortalezca controles en el Sistema de Control Interno, que le sirvan de herramienta para la toma de decisiones y poder cumplir los objetivos y metas planeados y finalmente se obtenga unos resultados óptimos en su gestión, como es la de proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten y el estricto seguimiento a los planes de mejoramiento que suscriba la entidad con el fin de obtener una mejora continua en su gestión.

La evaluación del Sistema de Control Interno se hizo con base a la realizada por el equipo auditor Modalidad Regular vigencia 2005; incluyendo las observaciones establecidas en el desarrollo de la auditoria Especial.
2.2. RESULTADOS POR COMPONENTE DE INTEGRALIDAD
2.2.1. Seguimiento Plan de Mejoramiento
Este análisis se realizó en desarrollo de la Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, la Ley 42 de 1993, artículos 8 y 65; cuyo objetivo es lograr, con base en los procedimientos establecidos para el tema, verificar el cumplimiento o avance de las acciones de mejoramiento previstas por el representante legal, mediante el análisis y evaluación de cada una de las observaciones y acciones correctivas descritas dentro del Plan de Mejoramiento.
En desarrollo de esta labor, el grupo de auditoria se rige en todos los aspectos al procedimiento establecido por la Contraloría de Bogotá para dar conformidad y seguimiento al Plan de Mejoramiento, versión No. 5.0, de agosto 14 de 2006, Resolución Reglamentaria No. 018; la cual hace parte del Manual del Proceso de Prestación del Servicio Micro.
El seguimiento al Plan de Mejoramiento se realizó mediante la observación de la gestión, pruebas de auditoria, visitas técnicas, solicitud de información pertinente, análisis de documentos y corroboración de la información, aplicando en todo el proceso mecanismos y herramientas de auditoria, los cuales facilitaron determinar su desarrollo y calidad a cada nivel de la organización. 

Como resultado de la auditoria en la que se evaluaron 58 hallazgos con sus correspondientes acciones de mejoramiento, se estableció que la Universidad Distrital no ha dado cumplimiento a lo establecido en la Resolución Reglamentaria No. 018 del 14 de agosto de 2006 de esta Contraloría; por cuanto no ha realizado algunas acciones correctivas dentro de los plazos establecidos en el Plan de Mejoramiento; entre las que se destacan: la falta de cobro de las cuotas partes, la no liquidación del contrato de Compensar, la falta de creación y actualización de los procedimientos de adjudicación de prestamos a funcionarios y de cesantías parciales, la Unidad de Cobro Coactivo Jurisdiccional no ha sido creada, entre otras, (Anexo 2), esto por deficiencias en la comunicación entre dependencias y en la falta de recursos humanos y financieros; conllevando a un incumplimiento de disposiciones generales y a la posibilidad de que no se ejecuten las actividades laborales como fueron planeadas, así como a que se presenten informes o registros poco relevantes o inexactos.  Lo anteriormente expuesto constituye un hallazgo de carácter administrativo.

Mediante el seguimiento realizado al Plan de Mejoramiento; se establece de acuerdo a las acciones correctivas suscritas y no ejecutadas, que la Universidad dilata y evade de manera reiterada el cumplimiento de las mismas, contrario al propósito del plan que consiste en realizar acciones que subsanen, corrijan o prevengan situaciones que afectan de forma importante el desempeño y cometidos del ente educativo y la gestión adelantada por la entidad no acata las disposiciones que regulan sus hechos y operaciones, por tanto de acuerdo al seguimiento y evaluación, la Universidad obtiene un promedio de cumplimiento parcial de 1.21 puntos y un porcentaje de cumplimiento del 60.5%.

La totalidad de las acciones correctivas programas para ser cumplidas antes del 31 de diciembre de 2006 y no realizadas se describen en el anexo No. 2.
Estos resultados como parte del proceso de Auditoría deben constituirse en insumo fundamental y ser tenidos en cuenta por la Administración, para la generación de mecanismos y procesos que lleven a mejorar la calidad y efectividad de la gestión pública a cargo de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas. Sin embargo, dado el avance porcentual y el incumplimiento de algunas acciones de mejoramiento previstas por la Universidad, este ente de control iniciará proceso administrativo sancionatorio. 
La Universidad Distrital dentro de la respuesta solo manifiesta que la mayoría de las acciones correctivas tienen término hasta el 31 de diciembre de 2006 para ejecutarlas y no desvirtúa en absoluto ninguna cuyo rango de cumplimiento fue de cero (0); las acciones que fueron objeto de seguimiento con dicho vencimiento se les califico con uno (1), por cuanto aun cuentan con plazo para la ejecución de las mismas; por consiguiente se corrobora el hallazgo de carácter administrativo para iniciar el correspondiente proceso administrativo sancionatorio.  

2.2.2. Evaluación a la Contratación
En la ejecución de la Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, PAD 2006, Fase II, a la gestión fiscal de la Universidad Distrital “Francisco José de Caldas” y en concordancia con el memorando de encargo, se evaluó la contratación con los siguientes resultados:

En lo referente a los convenios interadministrativos suscritos por el Instituto de Extensión y Educación No Formal - IDEXUD,  se encontró que de acuerdo con la muestra seleccionada este cumplió con lo señalado en la normatividad aplicable a la contratación.

2.2.2.1. Estuplan

Se analizaron dos (2) contratos correspondientes a las vigencias 2002 y 2004 por un valor de $338.7 millones, relacionados con el cálculo actuarial del pasivo pensional.
El ICFES, dio respuesta al estudio analizado por la Firma ESTUPAN LTDA, en el que señala: “… se le recuerdan los requisitos para la expedición de los bonos de valor constante correspondiente a los pasivos pensionales y los bonos de Cesantías correspondiente a los pasivos por cesantías pues son diferentes.” Hecho que no se concluyo tal como se evidenció e los documentos que reposan en las carpetas de los contratos suministrados por la oficina jurídica.

Como resultado del análisis se evidenciaron observaciones en algunos de los contratos examinados; por ello este órgano de Control Fiscal recaba de la Administración, las explicaciones pertinentes, respecto de los analizados celebrados bajo las modalidades de Contratos y/o Órdenes de Prestación de Servicios los cuales se presentan a continuación:

· Contratos de prestación de servicios Nº 002 del 13 de marzo de 2002 y No. 0027 de 14 agosto de 2004 celebrado entre ESTUPLAN ESTUDIOS ACTUARIALES Y PLANES DE PENSION LIMITADA con NIT 830023414-6 Representante Legal señor PEDRO ANTONIO ALVAREZ CORREDOR C.C. 19.246.482 de Bogota y por parte de la Universidad Distrital, MARCO ANTONIO PINZÓN CASTIBLANCO en calidad de rector con CC 11.331.954 de Zipaquirá. Se evidenció que no existen actas de recibo a entera satisfacción, ni actas de liquidación. Por otro lado no fue declarada la caducidad a pesar de existir concepto de los asesores externos en materia jurídica y de sistemas doctores GUILLERMO ABELLO MONTES y JULIAN CASTAÑO TRIANA.

Por lo anterior, se concluye que no existen la actas de recibo a entera satisfacción de obra terminada y la de liquidación de los contratos estatales, la Universidad, debió cumplir la  obligación, mediante acto administrativo dentro del termino de cuatro a seis meses la liquidación los contratos administrativos, transcurrido este termino sin actuación de la Universidad, deberá acudir ante la jurisdicción mediante el proceso de acción de reparación directa y cumplimiento, para su ejecución.

La administración debió proceder a cumplir las disposiciones normativas contenidas en la ley 80 de 1993 sobre las actas de recibo de obra e entera satisfacción y liquidación de los contratos estatales.
La Universidad incumplió la obligación jurídica legal de realizar mediante acto administrativo de la liquidación de los contratos de prestación de servicios celebrados con personas naturales y jurídicas. Por incumplimiento de los procedimientos de la entidad para tal propósito.
La administración a partir de la terminación de los contratos administrativos tienen plazo de 4 meses para proceder a su liquidación en forma bilateral una vez vencido este término cuenta con 2 meses para realizar la liquidación unilateral, vencido este, tiene 2 años para acudir ante la jurisdicción. Se anota que agotados los 6 meses mencionados existe violación de la ley 80 de 1993, lo que se constituye objetivamente según la ley 734 de 2002, en una falta gravísima y por ende en un hallazgo de carácter penal. Las actas de recibo a entera satisfacción y de liquidación sobre los contratos liquidados o terminados tiene trascendental importancia ya que permite analizar aspectos como éstos: determinar y calificar el grado de economía y eficiencia con que la administración ha obrado, el cumplimiento de las obligaciones contractuales, la calidad de las obras, bienes y servicios objeto del contrato, el control de las cuentas y la evaluación de los resultados obtenidos con la inversión. 

Como resultado final de la evaluación, se observó que los contratos celebrados no están enmarcados dentro de las políticas publicas del Plan de Desarrollo de Bogotá, ya que nacen de una obligación asumida por la Universidad ante la omisión en el cálculo actuarial del monto pensional, orden proferida por el MINISTERIO DE HACIENDA y la SECRETARIA DE HACIENDA DISTRITAL, es importante connotar que la labor contratada en el objeto no arrojó ningún valor agregado como beneficio a la Universidad. Además de lo anterior dichos contratos fueron incluidos en el Plan de Mejoramiento para ser subsanado en julio del 2006 sin que hasta la fecha la Universidad realizara gestión alguna en este sentido.

Una vez se determinó que el cálculo actuarial del pasivo pensional no arrojó la solución del problema, se procedió a contratar a los señores GUILLERMO ABELLO MONTES y WILLIAM CASTAÑO TRIANA, mediante los contratos N° 021 del 30 de agosto de 2004, No. 03 del 16 de febrero de 2005, No. 041 del 23 de agosto de 2005 y No. 001 del 26 de enero de 2006; por valor de $85.3 millones.
La inexistencia de actas de recibo a entera satisfacción impide que la administración pueda establecer con claridad cual es el producto entregado y si el mismo cumple con los requerimientos exigidos en las condiciones del contrato; así como su utilidad en la aplicación para resolver el problema del cálculo actuarial del pasivo pensional.

Existe dentro de la carpeta del contrato 0027 de 14 agosto de 2004 concepto de los otrora asesores externos en materia jurídica y de sistemas doctores GUILLERMO ABELLO MONTES y JULIAN CASTAÑO TRIANA, relacionada con la declaratoria de caducidad del contrato analizado, a pesar que en el mismo se exponen los motivos de la procedencia de la misma la Universidad no ejecutó las acciones correspondientes, por lo que se hace necesario conocer las causas de dicha omisión.
El Consejo de Estado
 sobre el tema dispuso:

“…que ante el incumplimiento grave del contratista, la entidad pública tiene la opción de terminar el contrato declarándolo caducado, o mantenerlo adoptando las medidas de control e intervención necesarias, que garanticen la ejecución del objeto contratado. La preeminencia pública se refleja, no en la opción que surge para la administración, pues ésta es la misma del derecho privado, sino en la posibilidad de realizar unilateralmente las acciones propias de la opción, es decir, la de caducar el contrato o la de adoptar las medidas necesarias para la ejecución del mismo.
Si la administración se decide por la caducidad, es claro que la declara mediante acto administrativo que goza de los privilegios de la declaración previa y la ejecución oficiosa. Además, la misma norma que se comenta, le da a la caducidad el efecto de ser constitutiva del siniestro de incumplimiento. Es obvio que la administración, por sí y ante sí, está habilitada para declarar el incumplimiento del contratista y por ello caduca el contrato, es también obvio que hay lugar al pago de los perjuicios que del mismo se deriven.”
Con relación a la deficiencia relativa de la ausencia de las actas de liquidación
 de los contratos analizados, por lo que la administración no pudo analizar aspectos como determinar y calificar el grado de economía y eficiencia con que el contratista ha obrado, el cumplimiento de las obligaciones contractuales, la calidad de las obras, bienes y servicios objeto del contrato, el control de las cuentas y la evaluación de los resultados obtenidos con la inversión
. Siendo ello obligación
  de las partes; constituyéndose la anterior conducta en un presunto hallazgo de carácter administrativo con incidencia disciplinaria
 y penal.

Adicionalmente, los contratos de prestación de servicios Nº 002 del 13 de marzo de 2002 y No. 0027 de 14 agosto de 2004, suscritos con la firma ESTUPLAN, constituyen un presunto hallazgo fiscal por la suma de $338.7 millones.
La Contraloría de Bogotá no tiene conocimiento acerca de demanda presentada o formulada ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, en acción contractual tendiente a finiquitar los contratos de la vigencia de 2005, por parte del sujeto de control.

Valorada la respuesta de la Universidad, no se da por aceptada, por tanto se mantiene el hallazgo de carácter administrativo y con incidencia disciplinaria, penal y fiscal, e incluirse en el Plan de Mejoramiento que suscriba la institución en razón a lo que señalado inicialmente y ampliado a continuación:

El pacto de concurrencia per se, no deja sin efecto la decisión de la administración de realizar una nueva  contratación, con sus antiguos asesores doctores GUILLERMO ABELLO MONTES y WILLIAM CASTAÑO RAMOS
, con lo que se reafirma, que el objeto contratado con ESTUPLAN no ha sido utilizado y menos se ha demostrado que se haya solucionado la problemática del calculo actuarial para el pasivo pensional en la universidad.  Por otro lado el invocar la ley 30 de 1992, no exime de responsabilidad a la autoridades que gobiernan la Universidad para  actuar diligentemente haciendo efectiva la terminación unilateral por incumplimiento del contratista, como bien lo afirma en su respuesta la administración publica tiene principios que cumplir y están contenidos en los artículos 209 de la Constitución Política,  3º del Código Contencioso administrativo, y 34 de la ley 734 de 2002; sea el régimen jurídico de contratación de derecho público o privado invocando el principio de la autonomía universitaria
. Merece especial atención lo preceptuado en los artículos 3º y 4° de la ley 489 de 1998, que a la letra se lee: 

“La función administrativa se desarrollará conforme a los principios constitucionales, en particular los atinentes a la buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia, participación, publicidad, responsabilidad y transparencia. Los principios anteriores se aplicarán, igualmente, en la prestación de servicios públicos, en cuanto fueren compatibles con su naturaleza y régimen. 

Los principios de la función administrativa deberán ser tenidos en cuenta por los órganos de control y el Departamento Nacional de Planeación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 343 de la Constitución Política, al evaluar el desempeño de las entidades y organismos administrativos y al juzgar la legalidad de la conducta de los servidores públicos en el cumplimiento de sus deberes constitucionales, legales o reglamentarios, garantizando en todo momento que prime el interés colectivo sobre el particular. 

La función administrativa del Estado busca la satisfacción de las necesidades generales de todos los habitantes, de conformidad con los principios, finalidades y cometidos consagrados en la Constitución Política. 

Los organismos, entidades y personas encargadas, de manera permanente o transitoria, del ejercicio de funciones administrativas deben ejercerlas consultando el interés general.” 

2.2.2.2. Solicitud Indagación Preliminar
Durante el ejercicio fiscalizador, el equipo auditor detectó presuntos manejos irregulares en el suministro de elementos aseo, maquinaria, equipos y accesorios de propiedad de la Universidad, entregados para el uso de la entidad privada G Y E MATEUS ORDOÑEZ S en C, contratada para tal fin, mediante el contrato No. 0028 del 9 de agosto de 2006, tal como presuntamente se evidencia en las respuestas dadas en las actas de visita fiscal llevadas a cabo por esta auditoría.

Que el Código Penal Colombiano señala en su artículo 398: “Peculado por uso: El servidor Público que indebidamente use o permita que otro use bienes del Estado o de particulares que se les haya confiado a los funcionarios.” 
Lo expuesto, evidencia falta de controles y/o desconocimiento o interpretación errónea de las normas de contratación y de la permanente supervisión del funcionario asignado para tal fin, poniendo en riesgo los bienes del Estado.

Al no poderse cuantificar el efecto fiscal del presunto manejo irregular, por no existir un inventario inicial por parte de los encargados de suministrar dichos insumos y elementos de aseo, que permitiera establecer las cantidades de elementos y su valor, se solicitará el adelantamiento de una indagación preliminar y de su resultado se traslado a las instancias competentes.

Es importante señalar que no se hace auditoría al contrato que se viene ejecutando, sino al hecho detectado ya expuesto anteriormente, una vez termine su ejecución se llevará a cabo su análisis tal como lo determina la Constitución  y la Ley que señala que nuestro control es posterior y selectivo.

Valorada la respuesta, no se da por aceptada puesto que existe una presunta trasgresión al articulo 6º de la Constitución Política
, cuando por un acuerdo verbal entre 2 funcionarios de la administración concitan y autorizan, entregar en comodato gratuito sin términos y menos condición alguna, bienes de propiedad de la Universidad necesarios para la prestación del servicio de aseo (es claro que “Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley
.”) a la EMPRESA G Y E MATEUS ORDONEZ SOCIEDAD ENCOMANDITA., quien suscribió el contrato para la prestación del servicio de aseo y que en este caso no existe contrato que autorice la entrega de los bienes aquí mencionados. Es importante resaltar que la administración pública es reglada y por ello sus decisiones deben ser en estrictu sensu, elevadas a actos administrativos que por solemnidad exigen como requisito de validez en materia de contratación  con régimen publico o privado sean extendidos por escrito. 

Así las cosas esta claro que, “Ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de cumplir y defender la Constitución y desempeñar los deberes que le incumben
.”  Por ello se hace necesaria la práctica del procedimiento de indagación preliminar para establecer la finalidad de los motivos y la razonabilidad que atendieron el Director Administrativo y Subdirector de Recursos Físicos de la Universidad, para tomar dicha decisión.
Ahora bien dentro de lo dispuesto en el numeral 24 del articulo 34 de la Ley 734 de 2002, por tener noticia de presuntas violaciones al régimen disciplinario
 este ente de control pondrá en conocimiento de la autoridad competente lo pertinente, debiendo por consiguiente ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la Universidad.
2.2.3. Evaluación de Pensiones
Para analizar la problemática al respecto y para mayor claridad de la misma utilizaremos como soporte la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, a favor de la Contraloría de Bogotá D.C. como consecuencia de la acción popular presentada el 2 de julio de 2.002 contra la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, “con el fin de obtener la protección de los derechos colectivos a la moralidad administrativa y a la defensa del patrimonio público, previstos en la ley 472 de 1.998, los que afirma vulnerados por la demandada con la suscripción del Acuerdo 24 de 1989 expedido por el Consejo Superior Universitario, y la suscripción del Acta Convenio de 7 de abril de 1992, firmada entre el Rector de la Universidad y la Comisión Negociadora del sindicato, que establecieron un régimen prestacional especial para los empleados públicos docentes, en un claro desconocimiento de la Constitución.
La sentencia analiza en primera instancia la Autonomía Universitaria desde el punto de vista de su ámbito, limite y lo concerniente a salarios y prestaciones; la Convención Colectiva en el sector público y viabilidad de la extensión a los empleados públicos; Moralidad Administrativa y Acción Popular.

Para la primera señala entre otros que “La Constitución Política garantiza, en su artículo 69, la autonomía universitaria como postulado orientado a preservar la capacidad de autogobierno de las instituciones públicas y privadas encargadas de la prestación del servicio público de educación superior…
…“las universidades sólo pueden cumplir su trascendental misión de contribuir al avance y multiplicación del conocimiento en la sociedad, dentro de un marco normativo que garantice su autodeterminación en materias propias de la gestión del saber. Con esta perspectiva, la ley 30 de 1992, al desarrollar este mandato constitucional, fijó el alcance de este principio en su art 28.(…) vale decir, asuntos propios del decurso natural de la comunidad científica que conforma el estamento universitario, todo ello dentro del marco de sus propios “estatutos”, como una suerte de reglamento interno de carácter sub-legal relacionado con su organización y funcionamiento expedido de acuerdo con la ley, según las voces del artículo 69 Superior. Nota de Relatoría: Ver sentencia de la Corte Constitucional C-20 de 1997
 En cuanto al límite, “la autonomía encargada por la Constitución a las universidades públicas no les da un carácter de órgano superior del Estado, ni les concede un ámbito ilimitado de competencias, ni las convierte en “islas dentro del sistema jurídico” en tanto -como ha señalado la Corte Constitucional- cualquier entidad pública, por el simple hecho de pertenecer a un Estado de Derecho, se encuentra sujeta a límites y restricciones determinados por la Constitución y la ley.”
La autonomía administrativa en lo referente a salarios y prestaciones indica: “En vigencia de la Constitución de 1886 era función del Congreso definir el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos. Con la expedición  de la nueva Carta Política, esta facultad es ejercida en forma concurrente por el Gobierno y el Congreso bajo la modalidad de las leyes cuadro (art. 150.19 lit e), de modo que esta atribución es indelegable en otras autoridades, las cuales no podrán arrogársela.”. Lo subrayado es nuestro.

“(…) Los estatutos universitarios no son, pues, el instrumento normativo idóneo para reglamentar lo atinente a estos temas. (…) los estatutos de las universidades públicas no pueden, sin infringir abiertamente la Constitución y la ley, incursionar en predios del legislador y del gobierno y regular el régimen salarial y prestacional de sus empleados públicos.”
En cuanto al alcance de la Convención Colectiva determina entre otros: “De tiempo atrás la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia tiene determinado que una de las notas distintivas de la legislación social consiste en que de ordinario las leyes laborales se limitan a fijar mínimos en materia de garantías y derechos en favor de los trabajadores y que estos mínimos bien pueden ser superados mediante la negociación colectiva (art. 39 Superior) que conduce o bien a la autocomposición del conflicto por las mismas partes, dando lugar a la convención colectiva de trabajo…” (…). Adicionalmente, la jurisprudencia laboral también ha indicado que si bien con la expedición de la ley 100 las convenciones colectivas no pueden afectar la columna vertebral de dicha ley, es posible la existencia de regímenes complementarios de beneficios por virtud de los acuerdos colectivos celebrados antes de su vigencia, y también después de ella, siempre que cuenten con los recursos económicos respectivos que garanticen que la entidad que se compromete a ese beneficio complementario puede pagarlos en condiciones de estabilidad actuarial y financiera. …”.

En cuanto a la Convención Colectiva y su viabilidad de la extensión a los empleados públicos, señala: “La convención colectiva como instrumento de negociación de los trabajadores, en el sector público está reservada a los trabajadores oficiales, y vedada a los empleados públicos, a quienes si bien el marco jurídico les garantiza el derecho de asociación sindical, el C.S.T. (art. 414) les impone limitaciones habida cuenta de que sus relaciones se rigen por la ley y no por convenios entre empleadores y servidores. O lo que es igual, no es posible en este supuesto fijar por vía de convención colectiva las condiciones propias del empleo, vgr. funciones, remuneración y prestaciones sociales. Con esta perspectiva, el citado artículo 414 del C.S.T. dispone que los sindicatos de empleados públicos sólo pueden ejercer las funciones allí previstas, restringiendo de esta suerte su ámbito de acción. A su vez, de la lectura del artículo 416 del Código Sustantivo de Trabajo se infiere que no es posible hacer extensivos los beneficios de las convenciones colectivas a los empleados públicos, en cuanto esa norma, al prohibir la negociación colectiva a  los sindicatos de empleados públicos”
“…la sección segunda del Consejo de Estado no ha dudado en decretar la nulidad de los acuerdos de juntas directivas de establecimientos públicos o empresas industriales y comerciales que hacen extensivos beneficios asistenciales y prestacionales pactados en Convenciones Colectivas de Trabajo, a los empleados públicos.”  Lo subrayado es nuestro.

En cuanto a la Autonomía Universitaria en relación con el Régimen salarial y prestacional. Se señala: “En efecto las directivas de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, mediante el acuerdo 24 de 1989 y el Acta Convenio del 7 de abril de 1992, establecieron un régimen prestacional especial para los empleados públicos, desconociendo en forma abierta mandatos constitucionales y legales que regulan la materia. Adicionalmente, mediante Acta Convenio de 7 de abril de 1992, suscrita entre el rector de la Universidad y la comisión negociadora del sindicato, se acordó hacer extensivos los beneficios de la Convención Colectiva 1992-1993 a los empleados públicos que ocuparan cargos administrativos en la Institución, en franca y abierta contradicción con el art. 416 del Código Sustantivo del Trabajo, en el sentido de que los beneficios de las convenciones colectivas de los trabajadores oficiales no pueden hacerse extensivas a los empleados públicos.”

En cuanto al Patrimonio Publico y la Moralidad administrativa: “Ha señalado esta Sala la inescindibilidad que por regla general se presenta entre la vulneración a los derechos colectivos a la moralidad administrativa y el patrimonio público,…” “…en este caso al concluirse la existencia de vulneración a la moralidad administrativa, acusada precisamente por un indebido reconocimiento y pago de prestaciones laborales, es dable concluir la existencia de vulneración al patrimonio público. La demandada se arrogó competencias que por mandato constitucional y legal están radicadas en otras autoridades e hizo extensivas prebendas prestacionales en cuantías y con requisitos que no corresponden a los permitidos para los empleados públicos. Nótese que con la información aludida quedó establecido que efectivamente se han reconocido beneficios extralegales en materia pensional a empleados públicos en abierta contradicción con mandatos superiores consignados en la Constitución y la ley. 

La sentencia definitiva del Consejo de Estado determina que:
· La Universidad Distrital “Francisco José de Caldas” dentro de los 30 días siguientes a la ejecutoria de esta decisión deberá conformar un equipo de trabajo con la exclusiva finalidad  de efectuar la revisión o examen del cumplimiento de los requisitos de ley en cada caso y adelantar con rigurosa observancia de los términos previstos, el procedimiento administrativo que culmine con el correspondiente acto administrativo, actuación que no podrá exceder el termino de seis (6) meses.

· Iniciar en el término perentorio de 30 días las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, tendientes a dejar sin validez las pensiones reconocidas en forma irregular. 

· Deberá abstenerse de reconocer y pagar a los empleados públicos, docentes y personal administrativo factores salariales no establecidos en la ley, así como pagar los mayores valores pensionales en la cantidad que supere los topes máximos de salarios mínimos. 

· Dentro del término perentorio de un mes contado a partir de la ejecutoria de la providencia confirmada por el H. Consejo de Estado, rendir un informe acerca de las actividades desplegadas para el cumplimiento de la misma.

· El Consejo de Estado dispuso en la sentencia citada la iniciación de las acciones judiciales pertinentes para recuperar lo indebidamente pagado. 

Así las cosas, lo anteriormente tratado, no hace sino corroborar lo hallado e informado en auditorias anteriores a la administración de la Universidad, lo que ha permitido denunciar hallazgos con incidencia fiscal y disciplinaria obligando al traslado de los mismos a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, con montos que ascienden a $11.729.9 millones y $53.570.5 millones, que constan en los expedientes No. 50100-15-02 y No. 50100-0095-03 respectivamente.

Igualmente, la misma administración distrital, en un informe denominado “PROBLEMAS ACADÉMICOS, FINANCIEROS Y ADMINISTRATIVOS DE LA UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS”, de la Secretaría de Hacienda Distrital desde octubre 1 de 2001, señala en uno de sus apartes en lo relativo a la base legal de pensiones y prestaciones legales lo siguiente: “Este desproporcionado reconocimiento de derechos de la Distrital a sus funcionarios tiene en parte base ilegal. La creación de esos derechos parece promovido por un esquema de gobierno en el que las diferentes instancias que intervienen en la toma de decisiones no encuentran mayores obstáculos para convertir a la Universidad en fuente de rentas.”
De otra parte, la Procuraduría General de la Nación, dentro del trámite de la acción de inconstitucionalidad contra los artículos 2 y 3 parcial de la ley 954 de 2005 ante la Corte Constitucional consignó en concepto jurídico de agosto 9 de 2005, acogido por la corporación, respecto de los efectos del recurso de suplica lo siguiente:

La interposición del recurso no impide el cumplimiento de la sentencia y, de proceder, se concede en el efecto devolutivo. (Subrayas y negrillas extratexto)
En lo relativo a la auditoría llevada a cabo en la fase II de esta vigencia, se encontró que aún persisten los pagos a empleados públicos y docentes administrativos, amparados en las convenciones colectivas ya relacionadas, así como el acta de convenio laboral suscrita el 7 de abril de 1992. 

De acuerdo a un calculo actuarial que a la fecha no ha sido avalado por el Ministerio de Hacienda, desarrollado mediante contratos de prestación de servicios, se llevaron a cabo dos tipos de liquidación, uno con los parámetros legales y el otro utilizando las convenciones colectivas y el acta de convenio tal como se señaló en párrafos anteriores, arrojando como resultado que la Universidad ha cancelado por encima de los parámetros legales, sumas que superan los $100.000.0 millones, cifra no certificada por la administración.

Así mismo, se estableció que de las 233 demandas interpuestas por la Universidad, ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, han llegado 17 autos de suspensión provisional parcial en los cuales determinan lo referente a algunos porcentajes a reliquidar, fijando topes de Ley para cada caso en particular.

La gestión por parte de la administración en cuanto a la celeridad de aplicación de los autos del Consejo de Estado, no es la adecuada, como es el caso de una de las recibidas el 3 de agosto de 2006 por la División de Recursos Humanos y casi tres meses después es expedida la resolución de reliquidación, hecho que genera que se siga cancelando en ese mismo lapso de tiempo mayores valores de pago a que no tiene derecho el beneficiario de esa pensión.

Es importante indicar que el continuo cambio de rectores y el nombramiento provisional del mismo durante cortos períodos de tiempo, por parte del Consejo Superior Universitario, hace que decisiones de importancia manifiesta no se tomen con la celeridad debida, ocasionando retardos en las decisiones administrativas, que acarrean a través del tiempo incrementos financieros por los mayores valores pagados que se vienen haciendo en la liquidación de pensiones, que minan la economía de la entidad.

La gestión administrativa de cualquier entidad bien sea pública o privada, debe contemplar una permanencia adecuada en el tiempo que permita aplicar políticas  de administración a largo plazo y a la vez su control y seguimiento, hecho contrario a lo que se viene desarrollando en la Universidad, que con encargos transitorios impide que la gestión sea efectiva, para una entidad con un presupuesto de $165.000 millones y con un recurso humano de aproximadamente 1914 personas.

Mediante providencia del 15 de septiembre de 2006, el Consejo de Estado rechazó por improcedente el recurso de suplica presentado por la Asociación Participación Ciudadana Anticorrupción Colombia Democrática, contra la sentencia dictada por la sección tercera del máximo Tribunal de lo contencioso administrativo; razón jurídica de carácter definitivo, ante lo cual debe la Universidad, proceder a cumplir lo ordenado en la providencia del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca.

De tal forma que, al encontrarse desde el 16 de agosto de 2006 ejecutoriada la sentencia de segunda instancia proferida por el Consejo de Estado dentro del proceso Acción Popular N° AP-25000-23-25-000-2002-01089-01, actor Contraloría de Bogotá contra la Universidad Distrital “Francisco José de Caldas”, el órgano autónomo universitario debe proceder a aplicar las acciones y los actos administrativos correspondientes.

Razones que hasta la fecha no han sido atendidas por el ente universitario, por lo cual se elevara un Control de Advertencia al respecto.

Analizada la respuesta de la institución no es aceptada, indicando adicionalmente que, con relación a las decisiones judiciales de primera y segunda instancia producidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, este órgano de control observa que no existen en la actualidad acciones y mecanismos para que el sujeto de control a través de sus autoridades proceda a recuperar los mayores valores pagados a los beneficiarios de las pensiones de jubilación, mediante la implementación de acciones administrativas; verbigracia proceso de cobro coactivo a través de la jurisdicción coactiva administrativa o acciones de repetición para exservidores, servidores y beneficiarios de las pensiones. 
Por ello este organismo de control considera que no son de recibo las respuestas del sujeto de control sobre este punto y deberá ser incluido en el plan de Mejoramiento respectivo.
2.2.3.1. Sustitución pensional

Dentro de la muestra de pensiones de jubilación y en particular las de sustitución, se encontró en la relacionada con Luz Marina Sánchez Pardo (q.e.p.d.) / Luz Andrea Bonilla Sánchez (Sustituta), que las mesadas de enero a diciembre de 2005 y las de enero a septiembre de 2006 se consignaron en la cuenta CONAVI No.2030015795783 que totalizan $l9.7 millones incluyendo la de diciembre de 2004, en razón a que presuntamente terminó estudios en noviembre de ese año, tal como se señala en el Certificado expedido por la Universidad  Jorge Tadeo Lozano, en el que se señala que cursa 2 materias del 10 semestre y que la carrera comprende esos mismos semestres.

Adicional a este hecho, se encontró que en Tesorería aparecen tres cheques de las mesadas de julio a septiembre de 2006.

Hechos contrarios a lo estipulado en la Ley 87 de 1993 que en su artículo 2 Literales a, b, y f determinan entre otros: “a) Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que lo afecten; b) Garantizar la eficacia, la eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional, f) Definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir las desviaciones que se presenten en la organización y que puedan afectar el logro de sus objetivos”.                       

Y lo estipulado en el Artículo 47. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, que en su numeral c indica:

“Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, mientras subsistan las condiciones de invalidez; ”

Las anteriores inconsistencias permiten certificar que no existen controles adecuados en el manejo de los recursos financieros, lo que puede acarrear dobles pagos por pensión sustituta tal como se evidenció anteriormente, en menoscabo económico de la institución.

Por lo anterior, se configura inicialmente como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, pero de encontrarse que a diciembre de 2004 ya había culminado sus estudios universitarios se configuraría una presunta incidencia fiscal por el monto ya señalado.
En la respuesta dada por la administración, si bien es cierto que señalan que se han llevado a cabo algunas gestiones, estas no desvirtúan las observaciones del ente de control, mas bien las ratifican, mientras la División de Recursos Humanos indican: “…el control de pagos lo realiza la sección de Tesorería”, contrario a lo informado verbalmente por la Tesorera quien manifestó que se hacen los pagos de acuerdo con lo que reporta nómina, por tanto,  no hay consenso de quien es la responsabilidad  del hecho reportado. 
No se ratifica si se hicieron los pagos o no a pesar que cuentan con la herramienta para ello, como lo son la conciliación entre los giros y lo cobrado, relacionados en los extractos bancarios correspondientes. Por lo anterior, se mantiene lo expresado por el ente de control y debe ser  incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la Universidad.

3. ANEXOS

3.1. ANEXO 1. HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS
	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	 Administrativos
	21
	NA
	2.1.1.1

2.1.1.2

2.1.1.3

2.1.1.5

2.1.1.6

2.1.1.7

2.1.1.8

2.1.2.1

2.1.2.2

2.1.2.3

2.1.2.4

2.1.2.5

2.1.2.7

2.1.3.1

2.1.3.2

2.1.3.3

2.1.4.2

2.1.4.3

2.2.1

2.2.2.1
2.2.3.1

	 Disciplinarios
	2
	NA
	2.2.2.1

2.2.3.1

	 Fiscales
	1
	$338.7
	2.2.2.1

	 Penales
	1
	NA
	2.2.2.1


 NA: No aplica. 

3.2. ANEXO 2. FORMATO FORMULACION Y SEGUIMIENTO PLAN DE MEJORAMIENTO
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� SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL Consejero Ponente: Enrique José Arboleda Perdomo  Bogotá, D.C, mayo veinticinco (25) de dos mil seis (2006). Radicación: 1.748





� ARTÍCULO 60. DE SU OCURRENCIA Y CONTENIDO. Los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán objeto de liquidación de común acuerdo por las partes contratantes, procedimiento que se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los cuatro (4) meses siguientes a la finalización del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga. 


También en esta etapa las partes acordarán los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar. 


En el acta de liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo. 


Para la liquidación se exigirá al contratista la extensión o ampliación, si es del caso, de la garantía del contrato a la estabilidad de la obra, a la calidad del bien o servicio suministrado, a la provisión de repuestos y accesorios, al pago de salarios, prestaciones e indemnizaciones, a la responsabilidad civil y, en general, para avalar las obligaciones que deba cumplir con posterioridad a la extinción del contrato. 





� Sentencia C-623/99 CONTROL FISCAL SOBRE CONTRATOS LIQUIDADOS O TERMINADOS. El control fiscal sobre los contratos liquidados o terminados tiene trascendental importancia ya que permite analizar aspectos como éstos: determinar  y calificar el grado de economía y eficiencia con que la administración ha obrado, el cumplimiento de las obligaciones contractuales, la calidad de las obras, bienes y servicios objeto del contrato, el control de las cuentas y la evaluación de los resultados obtenidos con la inversión, todo ello en cumplimiento de lo ordenado en los artículos 267 y 272 de la Carta. El control fiscal sobre los contratos estatales se ejerce a partir de su perfeccionamiento, durante todo el proceso de ejecución, y después de su liquidación o terminación. 





� En relación con el contenido de la liquidación del contrato estatal, se hace notar que ésta institución no es exclusiva de aquellos contratos en los que se hayan pactado o deban ser incluidas las potestades excepcionales, siendo común a todos los que encajen en la categoría de Estatales y que sean de tracto sucesivo o que por su naturaleza lo requieran. Concepto 1748 CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL Consejero Ponente: Enrique José Arboleda Perdomo Bogotá, D.C., mayo veinticinco (25) de dos mil seis (2006).


� Artículos 34 y 35 de la ley 734 de 2002


� Sobre este contrato a la fecha no existe concepto del Minhacienda y de la Universidad acerca que con la ejecución del objeto contractual se solucione del cálculo actuarial del pasivo pensional. 


� CORTE CONSTITUCIONAL SENTENCIA T-513/97 AUTONOMÍA UNIVERSITARIA-Límites. El principio de la autonomía universitaria no es absoluto, pues no es ajeno a su entorno, o irresponsable frente a la sociedad y al Estado, ya que tiene por fundamento el desarrollo libre, singular e integral del individuo. Por eso encuentra sus límites en el orden público, el interés general y el bien común. (Subrayas extratexto)


La autonomía universitaria de manera alguna implica el elemento de lo absoluto. Dentro de un sentido general, la autonomía universitaria se admite de acuerdo a determinados parámetros que la Constitución establece, constituyéndose, entonces, en una relación derecho-deber, lo cual implica una ambivalente reciprocidad por cuanto su reconocimiento y su limitación están en la misma Constitución. El límite a la autonomía universitaria lo establece el contenido Constitucional, que garantiza su protección pero sin desmedro de los derechos igualmente protegidos por la normatividad constitucional.. Sentencia T-515 de 1995, Magistrado ponente, doctor Alejandro Martínez Caballero. 


� Articulo 6º. (…) Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.


� Articulo 121 Constitución Política


� Articulo 123 Ob. Cit


� “Artículo 34. DEBERES. Son deberes de todo servidor público:


1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, los tratados de Derecho Internacional Humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario competente.


2. Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación injustificada de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función.


4. Utilizar los bienes y recursos asignados para el desempeño de su empleo, cargo o función, las facultades que le sean atribuidas, o la información reservada a que tenga acceso por razón de su función, en forma exclusiva para los fines a que están afectos.”
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